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El presente número de la revista La Tendencia se
publica acto seguido de dos situaciones impor-
tantes. Primero, ya han transcurrido los prime-

ros cien días del gobierno de Rafael Correa.  Y segun-
do, luego de la consulta popular se ha legitimado la
convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente.
Efectivamente, el domingo 15 de abril, el pueblo ecua-
toriano se pronunció mayoritariamente a favor de la
asamblea con, aproximadamente, el 85% de la vota-
ción.  Con ello, las posiciones que creyeron encontrar
una oportunidad política promoviendo el ‘no’ en el
referéndum fueron derrotadas.

Durante sus primeros meses, el gobierno ha impul-
sado una política pública coherente y alternativa y, en
algunos casos, de alto impacto coyuntural.  En medio
de una situación institucional conflictiva, Rafael
Correa ha enfrentado a las fuerzas tradicionales y a
ciertos medios de comunicación a los que ha acusado
de ser el soporte de la manifiesta decadencia política.
En este proceso, el presidente ha cosechado el desgas-
te y descomposición de determinados partidos y oli-
garquías  debilitadas y situadas al borde del colapso.
En efecto, en cada uno de los intentos de la oposición
por contener al régimen (como sucedió el 23 de abril,
cuando el Tribunal Constitucional restituyó a los
diputados destituidos por el Tribunal Supremo
Electoral), éste ha salido victorioso y fortalecido,
haciendo uso de una estrategia de polarización e invo-
cando el dominante espíritu anti-partidario. El
Ecuador vive, así, un momento especial de su historia:
las  anteriores formas de hacer política parecen haber
llegado a su definitivo límite.  La consistencia y homo-
geneidad  regional del sufragio a favor de la asam-
blea, contrasta con las expresiones electorales anterio-
res que evidenciaban las históricas fracturas regiona-
les.  Ha brotado con inusitada fuerza una corriente
nacional (aunque difusa y heterogénea) de ciudada-
nos y ciudadanas estimulados por la gestión del

nuevo presidente de la república.  Diversos grupos
independientes y alternativos, principalmente de
izquierda, representan de manera privilegiada este
momento de cambio.  

En estas condiciones, durante estos primeros
meses de gobierno, la derecha y el populismo político
han intentado llevar al Ecuador al caos y  la desestabi-
lización.  Sin embargo, la acción de las fuerzas demo-
cráticas y la decisión del presidente Correa en el con-
texto del nuevo momento político, han configurado
una respuesta más efectiva.  A pesar de la situación de
conflicto institucional, esto ha permitido convocar a la
Consulta Popular, derrotar electoralmente a estas
fuerzas, y así, abrir paso a la instalación de la
Asamblea Nacional Constituyente. 

No obstante, para mantener la legitimidad y orien-
tación democrática de su gestión, el gobierno requiere
poner particular atención a tres factores, que eventual-
mente, podrían afectarlo: la adecuada resolución de la
política energética del país (especialmente una gestión
sustentable del petróleo del ITT), la relación con los
medios de comunicación, y la consolidación plural y
democrática del campo progresista.

El quinto número de La Tendencia se presenta, por
otra parte, cuando los presidentes de Sudamérica han
decidido dar pasos significativos en la línea de la inte-
gración  y afirmación de la soberanía regional frente al
vecino del norte y al mundo globalizado (UNASUR,
Banco del Sur, integración energética).  Con este pro-
ceso regional como trasfondo, en el contexto nacional
es destacable la disposición de las fuerzas de la
izquierda-centroizquierda para participar en el proce-
so electoral destinado a elegir asambleístas constitu-
yentes.  En esta dirección, se ha conformado un acuer-
do político electoral entre Alianza País, Alternativa
Democrática y Nuevo País.  Este ‘Acuerdo País’, como
se lo ha denominado, abre la posibilidad de incidir
electoralmente y de asegurar la dirección democrática
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ciudades del país. Por último, se deben debatir
visiones y mecanismos que impulsen formas de
descentralización y autonomías que vinculen a
regiones específicas del país en un circuito que for-
talezca el mercado interno  y promueva procesos de
globalización del mercado (zonas francas, enclaves,
o ‘tecnopolos’).

IIII.. CCoonnfflliiccttooss rreeggiioonnaalleess:: ddeesscceennttrraalliizzaaccii��nn,,
��ttiiccaa ppooll��ttiiccaa yy ppaarrttiicciippaaccii��nn cciiuuddaaddaannaa

La exclusión de las localidades de las decisiones
clave que afectan sus vidas y el desconocimiento de
la especificidad de sus demandas por parte del
Estado central ha desencadenado varios conflictos
regionales.  Tales conflictos han sido el motor de la
movilización de las ciudadanías regionales para
presionar por proyectos particulares frente al
Estado y la sociedad nacional.

En este contexto, desde una opción ética y polí-
tica, las mujeres que han asumido cargos de poder
a nivel local proponen incluir de forma efectiva a
todos los sectores fortaleciendo los procesos de des-
centralización, la transferencia de competencias y
recursos, y creando mecanismos que aseguren la
vigencia de los derechos humanos. Entre éstos, la
garantía de los derechos económicos, sociales y cul-
turales de las mujeres constituye una prioridad.

Desde esta opción ético-política, será factible
que los procesos participativos (como el estableci-
miento colectivo de los presupuestos locales) ten-
gan resultados profundos en la construcción de ciu-
dadanías activas y la superación del divorcio entre
la sociedad civil y el sistema político. 

IIIIII.. MMuujjeerreess ppooll��ttiiccaass,, ddeerreecchhooss hhuummaannooss
yy ddeemmooccrraacciiaa

Para la AMUME es fundamental dar libre cauce
a las demandas, hasta ahora represadas, de demo-
cratización de la sociedad ecuatoriana.  Una clara
expresión política de esas demandas es la pérdida

de confianza en los actores políticos y en su capaci-
dad de representar los intereses diversos y legíti-
mos de la ciudadanía.

La necesidad de ampliar el poder de decisión de
la ciudadanía se sustenta en una ética de la inclu-
sión y la identificación, y apunta a erradicar todas
las formas de discriminación.  Las mujeres aprendi-
mos, en la práctica, que aquello de la ‘universali-
dad, indivisibilidad e interdependencia de los dere-
chos’, todavía debe ser construido y exigido en
nuestras sociedades.  No creemos en este sistema
que se atribuye la función de jerarquizar nuestras
demandas y necesidades para luego diseccionarlas
y meterlas en compartimentos estancos del sistema
político y jurídico.  Las mujeres, desde una gestión
municipal ética y responsable que se afirma en la
participación ciudadana, defendemos una perspec-
tiva integral para la comprensión, tratamiento y
atención de nuestras demandas. 

Es fundamental que las mujeres autoridades del
gobierno central y gobiernos locales hagamos
esfuerzos concertados orientados a asegurar que los
cambios y/o reformas constitucionales tengan via-
bilidad.  Específicamente, necesitamos crear meca-
nismos legales que aseguren el desarrollo y adelan-
to de las mujeres de todas las edades, a través del
ejercicio pleno de sus derechos políticos y económi-
cos, sociales y culturales.

Por estas razones, las mujeres no permitiremos
retroceder en los derechos alcanzados en la
Constitución de 1998 en materia de equidad de
género.  Estaremos vigilantes…

IIVV.. EEssttaaddooss llooccaalleess ddee ddeerreecchhoo:: iinnvveerrssii��nn
ssoocciiaall ccoonn eeqquuiiddaadd     

Nuestra perspectiva de constituir estados locales
de derecho apunta a fomentar la inversión social
con equidad, o bien, a asegurar la entrega suficien-
te y oportuna de recursos para la ejecución de polí-
ticas sociales.  Esta inversión debería destinarse,
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Una propuesta a la asamblea desde las mujeres autoridades locales

Uno de los objetivos prioritarios de la
Asociación de Mujeres Municipalistas del
Ecuador (AMUME) es lograr que las muje-

res autoridades locales consoliden y utilicen su
poder para transformar positivamente la vida de
los ciudadanos y ciudadanas de este país, aportan-
do en la implementación de políticas públicas que
permitan construir una sociedad igualitaria, en
pleno ejercicio y goce de derechos.  

Es imperioso gestar procesos que permitan
construir y ejecutar políticas y estrategias bajo una
mirada de corresponsabilidad y correspondencia
entre el gobierno nacional y los gobiernos locales,
que promuevan una sociedad con equidad y justi-
cia social a partir de la concertación, coordinación
y amplia participación ciudadana.  Bajo la orienta-
ción de estos principios, durante el Encuentro
Nacional de Mujeres Autoridades Locales
“Tejiendo alianzas para el cambio” (en el que se
realizaron talleres con más de doscientas mujeres
alcaldesas, vicealcaldesas y concejalas de todas las
tendencias políticas del país), se acordaron distin-
tos puntos en torno a la Asamblea Nacional
Constituyente.  A continuación se ofrece una des-
cripción de cada uno de estos puntos.  

MMOODDEELLOO DDEE EESSTTAADDOO   
II.. TTeerrrriittoorriiaalliizzaaccii��nn yy ddiissttrriibbuuccii��nn eeqquuiittaattiivvaa
ddee rreeccuurrssooss

Es urgente definir una nueva territorialización
que garantice la distribución equitativa de los
recursos del Estado.  En este esfuerzo, más allá de
los aspectos geográficos, el territorio debe ser defi-
nido en razón de las diversidades étnicas, genera-
cionales, sectoriales y de género.  Con respeto a este
último punto, la inversión social con perspectiva de
género debe ser una prioridad.  

Adecuar la capacidad y los recursos materiales
que tiene el Estado con las necesidades de las socie-
dades locales requiere de algunas acciones.
Primero, se requiere una nueva territorialización
constituida por ciudades-región, o regiones hori-
zontales que permitan un desarrollo más equitativo
de las ciudades pequeñas.  Segundo, se necesita
efectivizar una nueva distribución de los recursos
fiscales de acuerdo a los siguientes parámetros:  a)
las rentas que produce realmente cada región y ciu-
dad; b)  las necesidades insatisfechas;  c)  las inequi-
dades de género, generacionales, étnicas y sociales;
y, c)  las distintas capacidades de gestión y autoges-
tión participativa y transparente de las regiones y

Una propuesta a la asamblea 
desde las mujeres 
autoridades locales 
Margarita Carranco*
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principalmente, al sistema de protección a niños,
niñas y adolescentes y al sistema de atención y pre-
vención de violencia intrafamiliar y de género, y
también a la aplicación de las leyes de maternidad
gratuita y del anciano.  Con ello se conseguiría
garantizar el ejercicio de los derechos de las perso-
nas que viven bajo condiciones de vulnerabilidad.  

En esta línea, se requiere institucionalizar políti-
cas públicas nacionales con enfoque de derechos a
fin de erradicar prácticas asistencialistas y clientela-
res.  Esto supone tanto la construcción de una legis-
lación social clara y una estructura estatal descen-
tralizada integral, como la planificación estratégica
de un presupuesto que permita la disminución de
todas las brechas sociales (de género, generaciona-
les y étnicas).  La planificación estratégica es clave:
el Estado tiene la obligación de diseñar un plan
decenal o bicenal que rebase los gobiernos de turno
y permita la institucionalización de políticas. 

Finalmente, la manera de garantizar que esta
inversión social sea equitativa es descentralizando
las políticas y los recursos hacia los gobiernos loca-
les.  Desde hace muchos años, en este nivel estatal
las mujeres hemos sido administradoras de la
pobreza y hemos gestionado políticas sociales
desde la marginalidad.  Esto nos dota de una expe-
riencia acumulada.  Las ciudades para nosotras son
la casa grande en la que los hombres, desde su lado
femenino y humano, tienen que asumir su corres-
ponsabilidad.  Los gobiernos locales son espacios
reales de cambio.  Es allí donde se registran con
mayor claridad las inequidades y desde donde
cumpliremos el rol de garantes de los derechos
humanos.

VV.. VViioolleenncciiaass ddee gg��nneerroo,, ddeerreecchhooss sseexxuuaalleess
yy ddeerreecchhooss rreepprroodduuccttiivvooss

Las  mujeres políticas mantenemos con firmeza
nuestras acciones para lograr la erradicación de

todas las formas de violencia contra las mujeres.  De
allí que enfaticemos la necesidad de concertar con
el gobierno central y los poderes locales la plena
vigencia y ejecución de los programas, planes y sis-
temas que para el efecto han sido o están siendo
diseñados. 

Adicionalmente, partiendo de la defensa irres-
tricta del derecho a la vida y a la autonomía de
nuestros cuerpos, la AMUME defiende el derecho
al uso responsable de la píldora anti-conceptiva de
emergencia (PAE) y destaca su función de dismi-
nuir las causas de muerte materna prevenible.  La
nueva constitución debe profundizar el reconoci-
miento de los derechos sexuales y los derechos
reproductivos, y concretar marcos legales y meca-
nismos para asegurar que se garantice el pleno ejer-
cicio de estos derechos desde los gobiernos locales. 

VVII..  PPaarriiddaadd ppooll��ttiiccaa yy ccaammbbiioo ddeell ssiisstteemmaa
ppooll��ttiiccoo     

Las mujeres autoridades locales defendemos
una práctica social que incluya a mujeres y hombres
por igual, tanto en la vida privada o personal como
en la vida pública o política.  Consecuentemente,
buscamos superar los obstáculos que los pactos
políticos patriarcales han erigido para excluir a las
mujeres de la vida política. 

La plena ciudadanía de las mujeres tiene como
condición la igualdad efectiva en la participación
electoral.  Por ello, se han emprendido varias accio-
nes para denunciar el incumplimiento de la ley de
cuotas y los criterios de proporcionalidad, alternan-
cia y secuencia reconocidos por ley.  La paridad
política es la garantía de la gobernabilidad demo-
crática y es el reconocimiento de las mujeres (50%
de la población del país) como sujetos de derechos.

Es fundamental emprender cambios en el siste-
ma político.  Particularmente, se necesita reestruc-
turar las instancias de participación política hasta

ahora centralizadas en los partidos políticos. Es
muy importante propiciar la democratización inter-
na de los partidos y mejorar sus mecanismos de
representación, garantizando la participación activa
de las mujeres y eliminando todas las formas de
discriminación (de género, étnica, generacional, por
opción sexual, de procedencia u origen).

Por otra parte, exigimos una reforma del sistema
político que permita una articulación de corrientes
ideológicas que garantice una mejor representación
y coherencia con la realidad nacional, regional y
local.  También demandamos la absoluta indepen-
dencia de los organismos electorales y de control
con respecto a los intereses partidistas.  Por último,
destacamos la necesidad de reestructurar las tres
funciones del Estado para garantizar una total inde-
pendencia entre ellas. Para hacer esto posible, se
deben fortalecer los mecanismos de rendición de
cuentas y de control social que hagan prevalecer el
interés local y nacional por sobre los intereses parti-
culares de las cúpulas partidistas y/o económicas.

MMOODDEELLOO EECCOONNîîMMIICCOO

VVIIII..  FFeemmiinniizzaaccii��nn ddee llaa ppoobbrreezzaa

La globalización ha incrementado la exclusión a
niveles inmanejables, subordinando y coartando la
acción política y el ejercicio de derechos de quienes
viven en la pobreza.  En este contexto, la exclusión
de la mayoría de mujeres en el mundo se ha agudi-
zado.  La globalización no distribuye de forma
equitativa sus costos y beneficios.  Esto ha agrava-
do la feminización de la pobreza dentro y fuera de
las fronteras nacionales.

Promulgar el retiro del Estado de los ámbitos de
intervención que permiten decidir sobre las condi-
ciones suficientes (subjetivas y objetivas) para el
bienestar de las poblaciones de nuestros países, sig-

nifica anular su rol y responsabilidad en tanto garan-
te del ejercicio pleno de los derechos humanos.           

El derecho al libre tránsito de las personas no se
ha globalizado.  Pese al esfuerzo realizado por las
familias emigrantes para alcanzar aquello que las
políticas de ajuste estructural, apertura comercial y
servicio a la deuda externa nunca alcanzaron, los
gobiernos nacionales han sido incapaces de dar una
respuesta equitativa y respetuosa de sus derechos
humanos.

En este contexto, se deben implementar estrate-
gias que garanticen la igualdad de condiciones en el
acceso a recursos financieros y no financieros para
las mujeres ecuatorianas que viven en el país o en el
extranjero.  Junto a ello, se deben impulsar nuevos
mecanismos de eliminación de la pobreza, priori-
zando los programas y planes de aquellos poderes
locales ubicados en regiones afectadas por flujos de
refugiadas, fenómenos naturales, o situaciones de
extrema pobreza vinculadas a la explotación de
recursos naturales.

VVIIIIII..  CCaammbbiioo ddeell mmooddeelloo eeccoonn��mmiiccoo
yy ssuuppeerraaccii��nn ddee eexxcclluussiioonneess

El cambio del modelo económico debe  basarse en
la redistribución equitativa de los recursos del
Estado, considerando tanto aspectos territoriales, de
género y generacionales, como las especificidades de
pueblos y nacionalidades.  Es urgente redefinir el
modelo de desarrollo del país desde una perspectiva
humana y de respeto a la naturaleza.

Los planes nacionales que involucren estrategias
para desarrollar la capacidad productiva y comercial
a nivel local, regional o nacional, deberán incluir
perspectivas de equidad e igualdad, y sólo se deberí-
an implementar tras una consulta a las poblaciones
potencialmente afectadas y una evaluación perma-
nente de los impactos sociales y ambientales.
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IIXX.. AAuuttoonnoomm��aa eeccoonn��mmiiccaa ddee llaass mmuujjeerreess::
rreeccoonnoocciimmiieennttoo ddeell ttrraabbaajjoo ddoomm��ssttiiccoo yy
pprroodduuccttiivvoo nnoo rreemmuunneerraaddoo

La Asamblea Nacional Constituyente deberá
incorporar disposiciones que aseguren: la imple-
mentación de políticas que promuevan la creación
de empleos; la adopción de medidas afirmativas
que aseguren la igualdad de condiciones en el mer-
cado laboral para hombres y mujeres, que estimu-
len la capacidad emprendedora de las mujeres, y
aseguren el pleno respeto de los derechos laborales
e individuales y el acceso equitativo a los beneficios
de la protección social.

El gobierno central y los gobiernos locales, con-
juntamente, deben promover y fortalecer medidas
de acción afirmativa que favorezcan el acceso a
recursos y el empoderamiento de las habitantes de
las áreas rurales, las indígenas, las afrodescendien-
tes, las jóvenes y las mujeres de la tercera edad. 

Para las mujeres es vital el reconocimiento del
valor económico y la garantía de protección social
del trabajo doméstico y productivo no remunerado.
En esta línea, es fundamental generar políticas de
defensa para las mujeres que trabajan en el sector
informal, en especial para aquellas que suplen al
Estado en el cuidado de la niñez, las personas adul-
tas mayores y las personas discapacitadas.  Estas
políticas también deben  dirigirse a crear mecanis-
mos que permitan acordar los procesos de la vida
familiar y laboral que involucren, por igual, a muje-
res y hombres.

LLaass ddiivveerrssaass ddiimmeennssiioonneess ddee llaa
ddeeffeennssaa ddee llaa vviiddaa 

Es insostenible defender el derecho a la vida y,
simultáneamente, aceptar las presiones externas
que buscan inmiscuirnos en el conflicto interno

colombiano (del que no somos parte y sobre el que
no tenemos responsabilidad).  El Estado debe
garantizar equidad en el tratamiento de las perso-
nas refugiadas en nuestro territorio por efectos del
Plan Colombia, y priorizar el desarrollo de progra-
mas económicos y sociales en aquellos poderes
locales donde se acoge y atiende a esta población.

En otro nivel de la defensa de la vida, se debe
reconocer y potenciar el rol de las mujeres en la
dirección de programas locales.  Ellas tienen un rol
preponderante en los procesos de protección y con-
servación de ecosistemas.  Particularmente en pla-
nes de reforestación, en la defensa de la soberanía
sobre el manejo de saberes y recursos del medio, y
en la defensa de la soberanía alimentaria (o priori-
zación del abastecimiento del mercado interno en
términos de rentabilidad, seguridad y defensa de
los derechos del consumidor).

Por otro lado, es necesario fortalecer desde los
gobiernos locales políticas públicas ambientales y
procesos  de gestión dirigidos a las mujeres que
habitan en localidades con alto riesgo ambiental.
Dentro de este punto, se debe asegurar la provisión
y gestión de las fuentes de agua incluyendo a las
organizaciones locales de mujeres en las decisiones
de manejo, administración, uso y control de las
fuentes y la provisión de agua segura. 

Por último, se deben generar leyes y mecanis-
mos de defensa de los derechos de las mujeres indí-
genas y la soberanía sobre sus territorios diversos
(incluyendo el agua, el suelo, la biodiversidad y el
oxígeno).  A pesar de que ellas son las garantes cul-
turales por excelencia en el mantenimiento de la bio-
diversidad, son directamente perjudicadas por el
injusto reparto de la renta petrolera.  Por ello, es vital
que, desde los gobiernos locales, se vigile la obser-
vancia  de los derechos de las mujeres indígenas.       
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AAnntteecceeddeenntteess  

Ecuador ha atravesado por una crisis política
que ya lleva cerca de 30 años.  Durante esta crisis
hemos sido maniatados por una clase política que,
orientada por una vieja concepción del poder, nos
ha impedido avanzar en la construcción de un país
soberano y justo.  Hemos atestiguado el fracaso y el
carácter excluyente de nuestra democracia: es difícil
ocultar la traición de todos los gobiernos que,
amparados en instancias estatales como el
Congreso Nacional, el Tribunal Supremo Electoral,
el Tribunal Constitucional  y las Cortes de Justicia,
han legitimado los intereses y cálculos preestableci-
dos de grupos económicos y políticos hoy clara-
mente identificados por el pueblo ecuatoriano. 

Para esta vieja ‘partidocracia’,  las reformas polí-
ticas que requiere el país sólo deberían ser realiza-
das por el Congreso Nacional.  Pero, como todos
sabemos, lejos de recoger las verdaderas aspiracio-
nes nacionales, el Congreso ha avalado el desangre
del país, esto es, ha dado paso a la pérdida de sobe-
ranía y al deterioro de la economía.  No es casual
que se haya intentado desechar la propuesta de una
nueva Asamblea Nacional Constituyente: con el
pacto entre el PRIAN, el PSC, el PSP y la UDC, fácil-
mente se habría podido reformar la Constitución a
conveniencia de estos partidos, remendando la
Constitución aprobada en Sangolquí en 1998. 

El pueblo ecuatoriano se ha pronunciado cons-
tantemente a favor de estructurar un nuevo mode-

lo político, visualizando la necesidad de una rege-
neración en el ámbito social y de alcanzar una
forma asociativa abierta a los sectores populares.
Sin embargo, estas aspiraciones han sido constante-
mente frustradas. La estructura del Estado, contro-
lada por los grupos de poder mencionados, prepa-
ró las condiciones para la entrega de la propiedad
de los ecuatorianos a empresas privadas nacionales
o transnacionales. Todo en nombre de ‘insertar al
país en la globalización’ (piénsese en las leyes Trole,
promulgadas por el gobierno de Gustavo Noboa).
El resultado ha sido el incremento de la corrupción
y el saqueo al patrimonio nacional, sobre todo en el
área petrolera, y por supuesto, el empobrecimiento
de los ecuatorianos.

Hoy la situación es distinta.  Con una escasa
mayoría, el Tribunal Supremo Electoral convocó a
consulta popular para instalar una Asamblea
Nacional Constituyente.  El triunfo del ‘sí’ en este
referéndum fue arrollador.  Cabe destacar que la
movilización ciudadana jugó un importante papel
en viabilizar este proceso.

Por su clara tendencia de izquierda, la candida-
tura del actual presidente, Rafael Correa,  fue apo-
yada por partidos, movimientos y organizaciones
sociales. El Partido Comunista, la Central de
Trabajadores del Ecuador (CTE) y la Federación
Ecuatoriana de Indígenas (FEI) se integraron al
movimiento Alianza País, mediante la firma de un
acuerdo político y  programático.  En la perspectiva
del socialismo del siglo XXI, este acuerdo apunta a
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iniciar un proceso de gestación de una nueva socie-
dad, con base científica, humanista y de raíces
nacionales y latinoamericanas.

Los grandes derrotados en las últimas elecciones
fueron los partidos tradicionales de corte neoliberal
que habían venido manipulando las estructuras de
poder para su propio beneficio.  Tal es el caso del
PSC y la ID.  Otros partidos, como el MPD y
Pachakutik, por sus concepciones ambiguas y
excluyentes, corrieron la misma suerte.  Por ejem-
plo, Pachakutik perdió su referente electoral en
Cotopaxi, Bolívar, Chimborazo y Tungurahua fren-
te a las habilidades clientelares del PSP y los herma-
nos Gutiérrez.

El rumbo que ha tomado el gobierno del presi-
dente Correa en el momento actual es muy intere-
sante.  Con la convergencia entre fuerzas sociales
progresistas y de izquierda, anticipamos que ha naci-
do una alternativa transformadora que permitirá la
construcción de un nuevo modelo de desarrollo y
que será capaz de dar respuestas inmediatas al
momento crítico que se vive en el país.  Esta posibili-
dad es la que fundamentó nuestro apoyo al actual
gobierno antes de que llegue al poder, desde la pri-
mera vuelta electoral.  La historia del Ecuador nos
presenta a los sectores de izquierda la necesidad de
impulsar la profunda reforma que hoy se gesta y de
reconocer en el presidente Rafael Correa al dirigente
de la misma.  Hasta el momento, el mandatario ha
asumido su papel histórico de manera consecuente. 

AAssaammbblleeaa NNaacciioonnaall CCoonnssttiittuuyyeennttee ddee pplleennooss
ppooddeerreess 

El impulso a la reforma política a través de la
Asamblea Nacional Constituyente, es el punto deci-
sivo para desterrar el neoliberalismo, para efectivi-
zar el proyecto de integración latinoamericana,
recuperar la soberanía nacional y para priorizar la
inversión social.

En estos momentos, la patria requiere del con-
curso de todo el pueblo ecuatoriano para hacer rea-
lidad este añorado cambio que hemos venido cons-
truyendo por décadas.  El movimiento sindical
debe entonces activar la lucha y constituirse en la
fuerza viva y conductora de los trabajadores y del
pueblo. Necesitamos de la Asamblea Nacional
Constituyente, originaria y de plenos poderes, para
instaurar y estructurar un Estado plurinacional,
soberano y democrático, de derecho y justicia, que
desarrolle una economía productiva socialmente
concebida.  

Algunos puntos clave ha ser incluidos en la dis-
cusión en torno a la constituyente son los siguien-
tes:   
• Construir una ley orgánica del Código del

Trabajo que fortalezca los derechos laborales de
los trabajadores del sector público y privado, y
elimine la flexibilización laboral y la terceriza-
ción.  

• Elevar la seguridad social al nivel de una políti-
ca de Estado.  Con ello se garantizaría eficiencia
y solidaridad en los servicios, y el fortalecimien-
to del Seguro Social Campesino.  

• Elaborar una nueva ley agraria que permita
materializar una nueva y efectiva política agra-
ria que contemple capacitación, asistencia técni-
ca y créditos a bajo interés.  

• Proteger los recursos naturales y manejar sus-
tentablemente la biodiversidad, defendiendo y
fortaleciendo las áreas protegidas.  

• Profesionalizar, tecnificar y garantizar la forma-
ción calificada de la mano de obra.  Ello permiti-
rá mejorar la calidad de los servicios en la indus-
tria, el comercio, el sector artesanal y los demás
sectores.  
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• Incentivar la producción nacional y la genera-
ción de fuentes de trabajo.  Entre otros efectos,
esto detendría la emigración, haría posible incor-
porar a los emigrantes a la producción y genera-
ría alternativas no tradicionales de producción. 

• Fortalecer las relaciones internacionales con
todos los países, priorizando los procesos inte-
gracionistas promovidos por la Comunidad
Andina de Naciones (CAN), el Mercado Común
del Sur (MERCOSUR) y la Alternativa
Bolivariana de las Américas (ALBA).

En definitiva, la asamblea debe ser la expresión
de toda la ciudadanía y convertirse en un poder ori-
ginario con capacidad de emitir una nueva
Constitución y erradicar el actual sistema de privi-
legios reemplazándolo por un sistema de derechos
y deberes que permita construir un verdadero
Estado social de derecho.  La reforma debe ser inte-
gral.  Es decir, los cambios deben darse en lo políti-
co, en las relaciones económicas y sociales, sin olvi-
dar los aspectos culturales en un país tan diverso


